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Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado

Radicación Nro. :
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Accionante: 
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado: 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO  y otros
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SITUACIÓN ARGÜIDA INEXISTENTE / NIEGA. “Se acude en esta oportunidad, respecto del despacho judicial accionado, en procura de la protección del derecho al debido proceso, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que este se niegue a disponer que a la comunidad se le avise de la promoción de la acción popular por intermedio de la Emisora de La Policía Nacional. Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado (f. 11 a 22), es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto, el expediente que contiene la acción popular, deja ver que desde el auto de admisión, calendado a noviembre 22 de 2016, se ordenó comunicar a la comunidad del inicio de dicho procedimiento mediante publicación, precisamente, en la emisora de La Policía Nacional. De donde surge que la queja obedece a una situación inexistente y, por tanto, se negará la protección invocada.”.
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Acta N° 179 de abril 3 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local y el  agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Procuraduría General de La Nación, la Alcaldía Distrital y la Defensoría del Pueblo con sede en la ciudad de Bogotá.

ANTECEDENTES

Expresa el accionante que actúa dentro de la acción popular “2014-486” en donde se inaplica por la tutelada el artículo 5º de la Ley 472 de 1998 y se desconoce el artículo 13 superior, pues, en otras muchas acciones populares, ha informado a la comunidad por intermedio de la Emisora de La Policía Nacional y hoy se niega a ello.
  



Solicitó, que se ordene al agente del Ministerio Público que investigue o haga lo pertinente acorde con su función, para que no se dilate la demanda popular y demuestre las actuaciones desplegadas dentro de dicho asunto; se ordenen vigilancias judicial y administrativa en todas las acciones populares que tramita el despacho; y se ordene informar a la comunidad por intermedio de la Emisora de La Policía.
 



Adujo violación de los derechos que nominó como “garantías procesales, debido proceso, art. 13, 83 CN”.

 



Se dispuso el trámite del caso, con la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Procuraduría General de La Nación, la Alcaldía Distrital y la Defensoría del Pueblo con sede en la ciudad de Bogotá.

La Procuradora Regional indicó que su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos. El juzgado, remitió copias del respectivo expediente.
  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, respecto del despacho judicial accionado, en procura de la protección del derecho al debido proceso, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que este se niegue a disponer que a la comunidad se le avise de la promoción de la acción popular por intermedio de la Emisora de La Policía Nacional.
  



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado (f. 11 a 22), es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto, el expediente que contiene la acción popular, deja ver que desde el auto de admisión, calendado a noviembre 22 de 2016, se ordenó comunicar a la comunidad del inicio de dicho procedimiento mediante publicación, precisamente, en la emisora de La Policía Nacional. De donde surge que la queja obedece a una situación inexistente y, por tanto, se negará la protección invocada.
  



Por improcedentes se desetimarán las pretensiones dirigidas (i) contra el agente del Ministerio Público, pues, no se acredita que al mismo le haya elevado solicitud tendiente a lo que ahora impetra en forma directa y (ii) para que se ordenen vigilancias al proceso, ya que para ello cuenta con otro medio de defensa, acudiendo al organismo competente.
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente al demandante.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.
 



Se declaran improcedentes las peticiones elevadas frente al agente del Ministerio Público y las relacionadas con solicitud de vigilancias “judiciales y administrativas”.
  



Se absuelve a los demás vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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